
 

**********1.  

VS.  

COMISIÓN DEL SERVICIO PROFESIONAL 

DE CARRERA EN MATERIA DE RÉGIMEN 

DISCIPLINARIO DE LA SECRETARÍA DE 

SEGURIDAD PÚBLICA Y PROTECCIÓN 

CIUDADANA MUNICIPAL DE TIJUANA. 

EXPEDIENTE 34/2021 S.A. 

 

Tijuana, Baja California, a treinta y uno de marzo de dos mil veintitrés. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la resolución impugnada 

por encontrarse prescrita la facultad de solicitar el inicio de procedimiento de 

responsabilidad de la autoridad investigadora. 

 

GLOSARIO: 

 La Comisión: Comisión del Servicio Profesional de 

Carrera en Materia de Régimen 

Disciplinario de la Secretaría de 

Seguridad y Protección Ciudadana 

Municipal, de Tijuana. 

Constitución: Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Ley del Tribunal Anterior: Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el siete de agosto de 

dos mil diecisiete. 

Nueva Ley del Tribunal: Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos mil 

veintiuno. 

Ley de Seguridad Pública: Ley de Seguridad Pública del Estado de 

Baja California. 

Reglamento del Servicio Profesional: Reglamento del Servicio Profesional de 

Carrera de la Secretaría de Seguridad 

Pública Municipal de Tijuana. 

Código de Procedimientos: Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Baja California. 

 

A N T E C E N D E N TE S : 

 

1.-El veintinueve de enero de dos mil veintiuno la actora promovió juicio 

contencioso administrativo en contra de la resolución de treinta de diciembre de dos 

mi veinte, dictada por La Comisión en el procedimiento de separación definitiva 
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2.-Por acuerdo del cuatro de febrero siguiente se admitió la demanda y 

se emplazó a La Comisión, autoridad que, al contestar la demanda, sostuvo la 

legalidad de la resolución impugnada. 

 

3.- El veintidós de octubre de dos mil veintiuno se dictó acuerdo por el 

cual se dejó sin efecto la citación a audiencia y se dio vista a las partes a fin de que 

en el plazo de cinco días presentaran sus alegatos, en el entendido de que, una vez 

transcurrido dicho plazo, con desahogo o sin él, se tendría a las partes citadas para 

sentencia, proveído que les fue notificado respectivamente el once de noviembre 

siguiente, ejerciendo ese derecho únicamente la autoridad demandada, por lo que 

se procede a dictar la resolución correspondiente, y  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Competencia. Este Juzgado Cuarto con residencia en Tijuana 

es competente para resolver el presente juicio, en virtud de que la resolución 

impugnada es de carácter administrativo emanada de una autoridad municipal, con 

motivo de la prestación del servicio de un miembro de una institución policial, así 

como por la ubicación del domicilio señalado por la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción IX, antepenúltimo y penúltimo 

párrafo, y 45 de la Ley del Tribunal Anterior, aplicable por disposición del 

Artículo Tercero Transitorio de la Nueva Ley del Tribunal, publicada el 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del Estado y 

acuerdos de Pleno de este Tribunal adoptados el veintiuno de junio y dos de 

julio siguientes. 

 

SEGUNDO.- Existencia del acto impugnado. La existencia del acto 

impugnado quedó debidamente acreditada en autos con la copia certificada 

exhibida por  la autoridad demandada y con su reconocimiento expreso al 

contestar la demanda, de conformidad con los artículos 285, fracción III, 

322, fracción V, 323, 400 y 405 del Código de Procedimientos de aplicación 

supletoria. 

 

TERCERO.-Estudio.- En su primer motivo de inconformidad la 

actora refiere que la resolución impugnada carece de la debida fundamentación 

y motivación en cuanto a la competencia de sus emisores. 

 

Explica que los artículos 220 y 222 de la Ley de Seguridad Pública disponen 

cómo se integra La Comisión y la autorización para que éstos designen suplentes en 

su ausencia, sin embargo, considera que de la resolución impugnada se advierte que  



 

 

 

 

 

tres de los seis servidores públicos que integraron la Comisión (faltaron el Vocal 

Regidor Presidente de la Comisión de Seguridad Pública y el Vocal Miembro 

Condecorado) y que comparecen como suplentes del Vocal titular de la Sindicatura 

Municipal, del Vocal Regidor Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y 

Grupos Vulnerables y Asuntos Indígenas, y del Vocal Oficial Mayor del Ayuntamiento, 

no justifican el cargo que dicen ostentar ni que cuentan con facultad para actuar en 

suplencia de los referidos servidores públicos.  

 

Explica que en la resolución se cita el artículo 222 de la Ley de Seguridad 

Pública como fundamento para delegar la facultad de firma por ausencia, pero no 

se cita ningún precepto que conceda atribución a las personas señaladas con 

anterioridad para actuar en ausencia de los funcionarios referidos, por lo que no se 

satisface la garantía de fundamentación y motivación de competencia prevista por 

el artículo 16 constitucional. 

 

Argumenta que  en modo alguno se fundamenta  la 

competencia o atribución de Socorro de la Rosa Anzaldo, Héctor 

Ruvalcaba Figueroa y Humberto Sandoval para actuar en suplencia por 

ausencia  del Vocal Titular de Sindicatura Municipal, del Vocal Oficial Mayor 

del Ayuntamiento y del Vocal Regidor Presidente de la Comisión de Derechos 

Humanos y Grupos Vulnerables y Asuntos Indígenas, por lo que, si no se cita ningún 

precepto normativo que contenga  la atribución de dichas personas para actuar en 

suplencia de los vocales titulares mencionados con antelación, resulta claro que no 

se satisface la garantía de fundamentación y motivación  de competencia prevista 

por el artículo 16 constitucional. 

 

La demandada, por su parte, al contestar el primer motivo de 

inconformidad refiere que los Tribunales carecen de competencia para emitir estudio 

sobre la legitimidad de las autoridades de acuerdo al artículo 16 constitucional, que 

se refiere únicamente a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los 

particulares e invoca las tesis de jurisprudencia y aislada con rubros: "COMPETENCIA 

DE ORIGEN. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS  DE CIRCUITO NO ESTÁN FACULTADOS PARA 

ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN VINCULADOS CON ESE ASPECTO.", y 

"COMPETENCIA DE ORIGEN. FALTA DEL NOMBRAMIENTO DEL ACTUARIO". 

 

Refiere que la actora no ofrece prueba alguna a través de la 

cual acredite sus pretensiones, pues se limita a reprochar la competencia 

o atribución de los funcionarios que firmaron el acuerdo o resolución en 

suplencia por ausencia, pero no señala cual es el verdadero valor de los 

reclamos. 

 



 

 

 

 

El argumento de la actora en cuanto a que la resolución impugnada es 

ilegal porque los suplentes no justifican el cargo que dicen ostentar, es un tema del 

que no puede válidamente conocer este juzgador. 

 

En efecto, el motivo de inconformidad planteado por la actora cuestiona 

la incompetencia de origen de los funcionarios que firmaron en suplencia por 

ausencia de los titulares integrantes de la Comisión, cuestión que no puede ser 

analizada porque atañe a la legitimidad del funcionario público actuante, lo cual es 

un tema vedado a este juzgado por tratarse del funcionamiento interno de la 

organización administrativa. Encuentra sustento lo anterior en el criterio establecido 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siguiente: 

 

SERVIDORES PÚBLICOS. NO PUEDEN, VÁLIDAMENTE, CONOCER DE SU LEGITIMIDAD 

LOS TRIBUNALES DE AMPARO NI LOS ORDINARIOS DE JURISDICCIÓN CONTENCIOSA 

ADMINISTRATIVA. La noción de "incompetencia de origen" nació para significar los problemas 

que entrañaban la ilegitimidad de las autoridades locales por infracciones a las normas 

reguladoras de su designación o elección. Dicha incompetencia se distinguía de las 

irregularidades examinadas en el contexto de control de legalidad de los actos de autoridad, 

porque su conocimiento por los tribunales federales se traduciría en una intervención 

injustificada en la soberanía de las entidades federativas, y redundaría en el empleo del juicio 

de amparo como instrumento para influir en materia política. Sin embargo, la referida noción, 

limitada al desconocimiento de autoridades locales de índole política o judicial, se hizo 

extensiva a todos los casos en que por cualquier razón se discutiera la designación de un 

funcionario federal o local perteneciente, inclusive, al Poder Ejecutivo, o la regularidad de su 

ingreso a cualquier sector de la función pública, introduciéndose una distinción esencial entre 

la incompetencia de origen y la incompetencia derivada del artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, de lo que derivó que frente a los funcionarios de jure, 

se creó una teoría de los funcionarios de facto, es decir, aquellos cuya permanencia en la 

función pública es irregular, ya sea por inexistencia total o existencia viciada del acto formal 

de designación, o por ineficacia sobrevenida del título legitimante, frecuentemente debida a 

razones de temporalidad e inhabilitación. Ahora bien, el examen de la legitimidad de un 

funcionario y de la competencia de un órgano supone una distinción esencial, pues mientras 

la primera explica la integración de un órgano y la situación de una persona física frente a las 

normas que regulan las condiciones personales y los requisitos formales necesarios para 

encarnarlo y darle vida de relación orgánica; la segunda determina los límites en los cuales un 

órgano puede actuar frente a terceros. En ese sentido, el indicado artículo 16 no se refiere a la 

legitimidad de un funcionario ni a la manera como se incorpora a la función pública, sino a los 

límites fijados para la actuación del órgano frente a los particulares, ya que son justamente los 

bienes de éstos el objeto de tutela del precepto, en tanto consagra una garantía individual, y 

no un control interno de la organización administrativa. Por tanto, los tribunales de amparo ni 

los ordinarios de jurisdicción contenciosa administrativa federal pueden conocer, con motivo 

de argumentos sobre incompetencia por violación al artículo 16 constitucional, de la 

legitimidad de funcionarios públicos, cualquiera que sea la causa de irregularidad alegada, 

sin perjuicio de la posible responsabilidad administrativa o penal exigible a la persona sin 

investidura o dotada de una irregular.1 

 

Así como la jurisprudencia emitida por los Tribunales del Poder Judicial de 

la Federación que a continuación se transcribe: 

 

COMPETENCIA DE ORIGEN. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN 

FACULTADOS PARA ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN VINCULADOS CON ESE ASPECTO. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para analizar los conceptos de 

violación que controvierten la designación de quien funge como representante del gobierno 

en una Junta Especial, con apoyo en un oficio emitido por el presidente de la Junta Federal 

de Conciliación y Arbitraje, en tanto que ello conlleva combatir la legitimidad de la 

designación y, al discutirse su nombramiento como representante del gobierno, implicaría 

estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente  

 
1Época: Novena Época, Registro: 176631, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Noviembre de 2005 , Materia(s): Administrativa, Tesis: P. 

XLVIII/2005, Página: 5  

Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Noviembre de 2005. Materia(s): Administrativa. TésisP.. XLVIII/2005. 

Página: 5. 



 

 

 

 

 

 

permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su 

actuación frente a los particulares.2 

 

Por otra parte, el argumento de la actora en el sentido de que en la 

resolución no se fundamentó la competencia de quienes firmaron en suplencia de 

los vocales titulares de la Sindicatura Municipal, Oficial Mayor y Regidor Presidente de 

la  Comisión es infundado. Veamos. 

 

Los artículos 197, 220 y 222 del Reglamento del Servicio Profesional de 

Carrera establecen: 

 

Artículo 197.- Atribuciones del Presidente: 

 I. Presidir las sesiones de la comisión; 

 II. Participar en las sesiones, acuerdos y resoluciones de la comisión, con voz y 

voto, teniendo en caso de empate el voto de calidad; 

 III. Conocer y despachar la correspondencia de la comisión; 

 IV. Representar a la comisión, ante todo tipo de autoridades pudiendo delegar 

dicha representación por acuerdo de la misma; 

 V. Convocar a sesiones ordinarias o extraordinarias, por conducto del 

Secretario técnico de la comisión; 

 VI. Declarar instaladas o clausuradas las sesiones de la comisión; 

 VII. Nombrar y remover libremente al Secretario técnico de la comisión; 

 VIII. Tomar la protesta al Secretario técnico y vocales; 

 IX. Dirigir los debates y conservar el orden durante las sesiones; 

 X. Autorizar y firmar con el Secretario técnico, las actas de la comisión, en las 

que se harán constar las deliberaciones, acuerdos y resoluciones que se tomen; 

 XI. Autorizar y emitir el acuerdo de inicio de los procedimientos del régimen 

disciplinario o del servicio profesional de carrera; 

 XII. Firmar las resoluciones que emita la comisión; 

 XIII. Invitar cuando así lo considere necesario, a aquellas personas o 

autoridades que no formen parte de la comisión, para que participen en las sesiones de la 

misma, con derecho a voz pero sin voto. 

 XIV. Dar seguimiento hasta su total cumplimiento a las resoluciones de la 

comisión. 

 XV. Turnar al Secretario técnico para su presentación ante la comisión, los 

asuntos que a éste le competan y de los que tenga conocimiento por razones de su encargo. 

 XVI. Las demás que las leyes le otorguen o deriven de los propios acuerdos de 

la comisión. 

Artículo 220.- Si la naturaleza del asunto a tratar corresponde a una controversia 

que se suscite en relación con el régimen disciplinario, la comisión se integrará de la forma 

siguiente: 

 I. Un Presidente, que será el Secretario de Seguridad Pública; 

 II. Un Secretario Técnico, quien será elegido por la mayoría de los integrantes 

de la comisión de una terna propuesta por el Presidente de la misma, deberá contar con título 

de Licenciado en Derecho, ser de reconocida honorabilidad y probidad y tener experiencia 

acreditable en la materia mínima de tres años; el cual tendrá voz pero no voto; 

 III. Seis vocales, que serán: 

 a. El titular de la Sindicatura Municipal; 

 b. El Regidor Presidente de la Comisión de Seguridad Pública del Cabildo de 

Tijuana, Baja California; 

 c. El Regidor presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Grupos 

Vulnerables y Asuntos Indígenas del Cabildo de Tijuana, Baja California; 

 d. El Director General de Policía y Tránsito; 

 e. El Oficial Mayor del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California; 

 f. Un representante, que será un miembro condecorado de la unidad 

operativa, ya sea de investigación, prevención o de reacción de la Secretaría, a la que 

pertenezca el miembro sujeto al procedimiento, quien deberá tener además como requisito la 

certificación del centro de evaluación y control de confianza de la unidad operativa. 

 En caso de que el presunto infractor sea un integrante de los servicios auxiliares 

de la Secretaría, se agregará un representante de dicha área, con las condiciones y requisitos 

a que se refiere el párrafo anterior. 

  

 
2Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2007420. Jurisprudencia. Materias(s): Común. 

Décima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuit. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Tomo: Libro 10, Septiembre de 2014 Tomo III. Tesis: XIX.1o.P.T. J/2 (10a.). Página:  2044 

 



 

 

 

 

 

 

 

El representante del Comité Ciudadano de Seguridad Pública del Municipio de 

Tijuana, Baja California, deberá ser invitado permanentemente a las sesiones de la comisión, 

con derecho a voz pero sin voto. 

 

Artículo 222.- Los integrantes de la comisión podrán designar a un suplente en 

forma escrita con funciones del propietario para que cubra sus ausencias. 

 El suplente miembro condecorado deberá de reunir los mismos requisitos que 

se exigen para el miembro titular. 

 

De la transcripción se advierte que son atribuciones del Presidente de la 

Comisión: presidir las sesiones del órgano colegiado; participar en las sesiones, 

acuerdos y resoluciones de la Comisión, con voz y voto; conocer y despachar la 

correspondencia de la Comisión; representar a la Comisión, ante todo tipo de 

autoridades pudiendo delegar dicha representación pro acuerdo de la misma; 

convocar a sesiones ordinarias o extraordinarias, por conducto del Secretario Técnico 

de la Comisión; declarar instaladas o clausuradas las sesiones de la Comisión; 

nombrar y remover libremente al Secretario Técnico de la Comisión; tomar la protesta 

al Secretario Técnico y vocales de la Comisión; dirigir los debates y conservar el orden 

durante las sesiones; autorizar y firmar con el Secretario Técnico las actas de la 

Comisión, en las que se harán constar las deliberaciones, acuerdos y resoluciones que 

se tomen; autorizar y emitir el acuerdo de inicio de los procedimientos del régimen 

disciplinario o del servicio profesional de carrera policial; firmar las resoluciones que 

emita la Comisión; invitar cuando así lo considere necesario, a aquellas personas o 

autoridades que no formen parte de la Comisión, para que participen en las sesiones 

de la misma, con derecho a voz, pero sin voto; dar seguimiento hasta su total 

cumplimiento a las resoluciones de la Comisión; turnar al Secretario Técnico para su 

presentación ante la Comisión los asuntos que a este lo competan y de los que tenga 

conocimiento por razones de su encargo; las demás que las leyes le otorguen o 

deriven de los propios acuerdos de la Comisión. 

 

También se aprecia que la Comisión, tratándose del régimen disciplinario 

se integra de un presidente, un secretario técnico, y seis vocales , que son: el Síndico 

Procurador, el Regidor Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Grupos 

Vulnerables y Asuntos Indígenas del Cabildo de Tijuana, el Regidor Presidente de la 

Comisión de Seguridad Pública del Cabildo de Tijuana, Baja California; el Director 

General de Policía y Tránsito; el Oficial Mayor del Ayuntamiento de Tijuana, y un 

representante, que será un miembro condecorado de la unidad operativa, y que 

dichos integrantes pueden designar a un suplente en forma escrita con funciones del 

propietario para que cubra sus ausencias. 

 

En la página 10 de la resolución impugnada que obra en al reverso de la 

foja 158 del expediente administrativo seguido en contra de la actora se observa lo 

siguiente: 

 



 

 

 

De lo reproducido se observa que la resolución fue firmada en suplencia 

por ausencia temporal por: 

 

1.- Alba Gisela Arciniega Procuradora en suplencia por ausencia 

temporal de la Sindica Procuradora del H. XXIII Ayuntamiento de Tijuana Baja 

California, según designación hecha mediante oficio SP XXIII/2242/2020. 

 

2.- Héctor Ruvalcaba Figueroa, en suplencia por ausencia temporal de la 

encargada del despacho de la Oficialía Mayor del H. XXIII Ayuntamiento de Tijuana, 

según designación hecha mediante oficio OM/DIR/2975/2020.  

 

3.-Humberto Sandoval, en suplencia por ausencia temporal del Regidor 

Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Grupos Vulnerables y Asuntos 

Indígenas, mediante oficio 317/2020.  

 

Se observa también que además de los oficios de designación, la 

suplencia por ausencia en los tres casos se fundamentó también en los artículos 199, 

fracciones I, III V, y 222 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera.  

 

 



 

 

 

 

 

La actuación de mérito constituye una documental pública y tiene valor 

probatorio pleno de conformidad con los artículos 285, fracción III, 322, fracción 

V, 323, 400 y 405 del Código de Procedimientos de aplicación supletoria y 

resultan suficientes para acreditar que al anotarse los oficios y los 

preceptos antes referidos se  cumplió con el requisito de fundamentación 

de la competencia de quienes actuaron en suplencia de los titulares 

vocales Síndico Procurador, Oficial Mayor y Regidor Presidente de la 

Comisión de Derechos Humanos, Grupos Vulnerables y Asuntos Indígenas, 

de ahí que resulte infundado del motivo de inconformidad de la parte actora. 

 

CUARTO.- En el segundo motivo de inconformidad la actora manifiesta 

que la resolución impugnada es violatoria de los artículos 14 y 16 constitucionales, ya 

que la autoridad determinó iniciar el procedimiento de remoción con apoyo en el 

artículo 117, apartado B, fracción XIX, de la Ley Seguridad Pública que, dice, es un 

requisito de permanencia no ausentarse del servicio sin causa justificada, por un 

periodo de tres días consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta 

días, lo que, a juicio del demandante, no constituye un requisito de permanencia, en 

su debido sentido, sino un deber cuyo incumplimiento genera responsabilidad 

administrativa. 

 

Dice que los requisitos exigidos a los elementos de los cuerpos policiacos 

para su permanencia en dichas instituciones tiene como propósito elevar el perfil que 

se requiera para lograr la profesionalización de los órganos policiales y se debe 

establecer si la conducta que se impone a dichos elementos es un requisito de 

permanencia o una conducta que acarrea una responsabilidad administrativa por 

incumplimiento a sus deberes legales, 

 

Sostiene que, al ser una conducta que acarrea una responsabilidad 

administrativa, la sanción aplicable no es únicamente la remoción, como sucede con 

la pérdida de los requisitos de permanencia, sino que se contemplan sanciones como 

la amonestación, la suspensión temporal  y el cambio de adscripción. 

 

Al contestar el motivo de inconformidad en estudio La Comisión manifestó 

que se encuentra legalmente probado en el procedimiento de separación definitiva 

el incumplimiento del requisito de permanencia imputado al actor y que la Comisión, 

de conformidad con los artículos 2, fracción XX y 120 de Reglamento del Servido 

Profesional, encontrándose debidamente asentadas en  el capítulo de Probable 

Responsabilidad de la resolución impugnada las consideraciones que esa autoridad 

tuvo para determinar la separación del elemento policial, las cuales fueron razonadas 

en base a los medios de prueba que acreditaron la conducta absentista de la actora 

desplegada al no presentarse a la prestación del servicio de seguridad pública y que 

forman parte de las constancias del expediente se separación definitiva seguido al  



 

 

 

 

 

 

actor, actualizándose la hipótesis prevista en el artículo 117 apartado B, fracción XIX 

de la Ley de Seguridad Pública.  

  

Este juzgador estima que es infundado el motivo de inconformidad. 

 

Contrario a lo que afirma la actora, el procedimiento separación 

definitiva por falta del requisito de permanencia previsto en el artículo 117, apartado 

B, fracción XIX, de la Ley de Seguridad Pública es procedente, pues aun cuando la 

referida fracción sea susceptible de considerarse una obligación de conducta a 

cargo de los miembros de las instituciones policiales, lo cierto es que se encuentra 

regulado como requisito de permanencia en dicha ley y su incumplimiento por parte 

de los miembros de las instituciones policiales puede dar motivo a su separación 

definitiva del cargo, sin que ello implique violación a las garantías de exacta 

aplicación de la ley y de motivación y fundamentación consagradas en la 

constitución federal, máxime que es la ley de la materia, es decir, la ley especializada 

para los miembros de las instituciones policiales. 

 

QUINTO.- En el tercer motivo de inconformidad la actora refiere que la 

resolución es ilegal en virtud de que se determinó iniciar el procedimiento de 

separación con apoyo en el artículo 184, primer párrafo, de la Ley de Seguridad 

Pública. 

 

Refiere que el plazo del año que se menciona en ese precepto debe 

computarse no a partir de que la autoridad administrativa tenga conocimiento de 

los hechos, sino que debe computarse a partir de que sucedieron los mismos, ya que 

si se permite que el plazo de la prescripción quede al arbitrio de las autoridades, 

pudiera  constituir una molestia constante o permanente al justiciable, y señala que 

es aplicable la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte  de Justicia 

de la Nación bajo el rubro “NOTARIADO. EL ARTÍCULO 154, SEGUNDO PÁRRAFO DE LA 

LEY RELATIVA DEL ESTADO DE JALISCO,  AL ESTABLECER LA POSIBILIDAD DE SANCIONAR 

AL NOTARIO INFRACTOR PRESCRIBE EN TRES AÑOS CONTADOS A PARTIR DE QUE LA 

AUTORIDAD ADMINISTRATIVA TUVO CONOCIMIENTO DE LA IRREGULARIDAD, VIOLA LA 

GARANTÍA DE IGUALDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA.” 

 

Manifiesta que la inconstitucionalidad apuntada, afecta su esfera jurídica 

ya que en el procedimiento de separación definitiva instruido en su contra se le 

atribuyen inasistencias sin causa justificada de los días dieciséis, diecisiete, veintidós, 

veintitrés y veinticinco de julio de dos mil dieciocho y tres, cuatro y seis de agosto del 

mismo año y conforme a la última fecha de la comisión de la conducta (inasistencia 

el seis de agosto de dos mil dieciocho), se debió decretar la prescripción para solicitar 

el inicio del procedimiento. 

 



 

 

 

 

 

Explica que lo anterior es así, porque la Sindicatura solicitó a La Comisión 

el inicio del procedimiento de separación definitiva el veintiocho de agosto de dos 

mil diecinueve,  recibida el tres de septiembre siguiente, resultando evidente que el 

seis de agosto de ese mismo año era el último día para solicitar el referido inicio de 

procedimiento; por ende, considera que La Comisión debió haber decretado la 

prescripción  para solicitar el inicio del procedimiento de separación definitiva con 

apoyo en lo dispuesto en el artículo 184, primer párrafo, de la Ley de Seguridad 

Pública, inaplicando la parte inconstitucional, como lo establece la jurisprudencia 

que invocó. 

 

Por su parte, la autoridad demandada manifestó que son inoperantes los 

reclamos de la parte actora, porque  la resolución que impuso la separación definitiva 

del cargo, se encuentra fundada y motivada, ya que el Órgano de Contraloría realizó 

la investigación en tiempo y forma, ajustándose a las formalidades legales que 

establece la ley de la materia, por lo que la conclusión de la investigación 

administrativa y solicitud de inicio, de procedimiento disciplinario se realizó dentro del 

término legal de un año ya que el veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho la 

Sindicatura del Ayuntamiento recibió el oficio **********3, por el que le informaba de 

los hechos que dieron inicio a la investigación administrativa que sustenta el 

procedimiento administrativo instruido a la parte actora y el veintiocho de agosto de 

dos mil diecinueve la Sindicatura emitió resolución por la que solicita a La Comisión el 

inicio del Procedimiento, autoridad que recibió la solicitud el tres de septiembre de 

ese mismo año, de ahí que considera que, si la Contraloría Interna tuvo conocimiento  

de los hechos el veintiséis de septiembre dos mil dieciocho y no se actualiza la 

prescripción a la que se refiere el artículo 184, primer párrafo, de la Ley de Seguridad 

Pública, puesto que esa autoridad investigadora remitió a la Comisión el expediente 

antes de que concluyera el año al que se refiere dicho precepto. 

 

Señala la autoridad que a partir del tres de septiembre de dos mil 

diecinueve cuenta con un término prescriptivo de dos años para dictar resolución, 

de conformidad con el artículo 185 de la Ley de Seguridad Pública, por lo que, al 

dictar el acuerdo de inicio de procedimiento el nueve de noviembre de dos mil 

diecinueve, mismo que se notificó al actor el veintinueve de octubre de dos mil veinte, 

y celebrar la audiencia el diecisiete de noviembre de ese mismo año, el término de 

la prescripción se interrumpió, al  dictar la resolución impugnada el treinta de 

diciembre de dos mil veinte, considera que La Comisión instruyó y concluyó el 

proceso en un plazo menor a los dos años, y no operó la prescripción de sus 

facultades sancionatorias. 

 

Con independencia de que el artículo 184, primer párrafo, de la Ley de 

Seguridad Pública sea constitucional o inconstitucional, el argumento de la 

demandante en el sentido de que La Comisión debió inaplicar dicho precepto no es 

correcto, en virtud de que las autoridades administrativas no se encuentran 



 

facultadas para declarar la invalidez de un precepto y dejar de aplicarlo, es decir,  

no pueden hacer el estudio sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las 

leyes que aplican, ya que esa atribución corresponde únicamente a los jueces, 

quienes constituyen el último recurso para asegurar la aplicación  efectiva de los 

derechos humanos establecidos en la Constitución al resolver los medios de defensa 

previstos en los ordenamientos legales, tal como lo explica la tesis  2ª. CIV/2014 (10ª.) 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación bajo el 

rubro CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA REALIZARLO.”3. 

  

No obstante, lo anterior, este juzgador, con fundamento en el último 

párrafo del artículo 83 de la Ley del Tribunal Anterior, estima fundado el argumento 

de la parte actora en el sentido de que prescribió la facultad de la autoridad 

investigadora o la Contraloría Interna para solicitar el inicio del procedimiento atento 

a las consideraciones que a continuación se expresan. 

 

El artículo 184 de la Ley de Seguridad Pública dispone: 

 

ARTÍCULO 184.- Prescribe en un año la facultad de la Contraloría Interna para 

solicitar a la Comisión el inicio del procedimiento respectivo, contado a partir del día en que 

por cualquier medio se tenga conocimiento de hechos que hagan presumir que algún 

Miembro ha dejado de cumplir con alguno de los requisitos de permanencia previstos en esta 

Ley y demás casos contemplados en la misma o que pudiese haber incurrido en 

responsabilidad administrativa grave.  

Prescribe en dos años la facultad de la Comisión, para dictar la resolución 

definitiva y notificarla al afectado contados a partir de la notificación del acuerdo de inicio 

del procedimiento correspondiente. 

 

Se observa que el primero párrafo del precepto trascrito señala que 

la facultad de la Contraloría Interna para solicitar el inicio del procedimiento 

respectivo prescribe en un año contado a partir del día en que por cualquier 

causa, se tenga conocimiento de hechos que hagan presumir que algún 

miembro ha dejado de cumplir con los requisitos de permanencia previstos 

en la Ley o que pudiese haber incurrido en responsabilidad administrativa 

grave. 

 

De lo anterior, resalta que, si bien la Ley de Seguridad Pública 

precisa que la prescripción empezará a correr partir del día en que se tenga 

conocimiento de los hechos que hagan presumir la falta de un requisito de 

permanencia o que se pudiera haber incurrido en responsabilidad grave, es  

 

 
3 CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN 

FACULTADAS PARA REALIZARLO.  El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben cumplir con una serie de 

obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, en términos de la tesis P. LXIX/2011 (9a.) (*), 

del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades administrativas no están 

facultadas para realizar algún tipo de control constitucional, sea concentrado o difuso; es decir, no pueden 

declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una 

reparación de derechos humanos, ya que ello implicaría desatender los requisitos de procedencia 

señalados por las leyes para interponer un medio de defensa, y que deben cumplirse de manera previa a 

un pronunciamiento de fondo del asunto. En todo caso, han de interpretar las disposiciones jurídicas en el 

sentido más favorable a las personas, pero sin que ello llegue a descuidar las facultades y funciones que 

deben desempeñar en atención a sus ámbitos competenciales. Aceptar lo contrario, generaría 

incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido 

proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales. 

 



 

 

 

 

ambiguo respecto a que  a la persona o entidad es la que debe tener 

conocimiento para que empiece a correr el plazo de la prescripción.  

 

Por tanto, al apreciarse esa incertidumbre este juzgador estima que 

deberá interpretarse el primer párrafo del artículo 184 de la Ley de Seguridad 

Pública a la luz de la doctrina y conforme a los principios y derechos 

fundamentales contenidos en la Constitución Federal, instrumentos 

internacionales y leyes aplicables a la materia. 

 

Miguel Acosta Romero define a la Administración Pública como “la 

parte de los órganos del Estado que dependen directa o indirectamente del 

Poder Ejecutivo, que tiene a su cargo toda la actividad Estatal que  no 

desarrollan los otros poderes (legislativo y judicial), su acción es continua y 

permanente y siempre persigue el interés público, adopta una forma de 

organización jerarquizada y cuenta con: a) elementos personales; b) 

elementos patrimoniales; c) estructura jurídica y d) procedimientos técnicos”.4 

 

Gabino E. Castrejón García señala que por Administración Pública 

debe Entenderse el conjunto de los órganos que conforman los diferentes 

Poderes del Estado, (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) por medio de los cuales 

y a través de la competencia que les otorga el Sistema Jurídico Mexicano, 

realizan la actividad tendiente a lograr la satisfacción de las necesidades 

colectivas, es decir el bien común, en un determinado tiempo y lugar”. 5 

 

Los órganos de la Administración Pública realizan su actividad 

siguiendo un procedimiento que tiene como fin la emisión de actos 

administrativos. En este procedimiento se aplican principios que sirven para 

garantizar los derechos de los particulares, asegurando también, una pronta 

y eficaz satisfacción del interés social. 

 

Entre estos principios se encuentran los de economía, celeridad, 

eficacia, legalidad, publicidad, buena fe, seguridad jurídica, gratuidad, 

oficialidad, del debido proceso. 

 

 Ahora bien, la Buena Administración Pública constituye un 

derecho fundamental de las personas reconocido en la Carta 

Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano, en Relación con  

 
4  Acosta Romero Miguel “Teoría General del Derecho Administrativo”. Editorial Porrúa, S.a. 1988. Pag. 16. 
5 Castrejón García Gabino E. “Derecho Administrativo Mexicano I (Legislación y Jurisprudencia)”. 

Cárdenas Editor y Distribuidor. Pags. 55 y 56. 



 

 

 

 

la Administración Pública, suscrita por México en octubre de dos mil trece6 

que, de acuerdo a su artículo 25, consiste en que los asuntos de naturaleza 

pública sean tratados con equidad, justicia, objetividad, imparcialidad y 

resueltos en plazo razonable al servicio de la dignidad humana.7 

En los artículos 2 al 24 de ese Instrumento se establecen los 

principios que constituyen la base de la Buena Administración Pública: 

2 En el marco del respeto de los postulados del buen funcionamiento de las 

instituciones públicas y de la observación estricta del Ordenamiento Jurídico, la Administración 

Pública sirve con objetividad al interés general y actúa con pleno sometimiento a las leyes y al 

Derecho, especialmente en sus relaciones con los ciudadanos, de acuerdo con los principios 

expuestos en los siguientes preceptos, que constituyen la base del derecho fundamental a la 

buena Administración Pública en cuanto este está orientado a la promoción de la dignidad 

humana.  

El principio de servicio objetivo a los ciudadanos se proyecta a todas las 

actuaciones administrativas y de sus agentes, funcionarios y demás personas al servicio de la 

Administración Pública, sean expresas, tácitas, presuntas, materiales –incluyendo la inactividad 

u omisión- y se concreta en el profundo respeto a los derechos e intereses legítimos de los 

ciudadanos, que habrá de promover y facilitar permanentemente. La Administración Pública 

y sus agentes, funcionarios y demás personas al servicio de la Administración Pública deben 

estar a disposición de los ciudadanos para atender los asuntos de interés general de manera 

adecuada, objetiva, equitativa y en plazo razonable.  

3. El principio promocional de los poderes públicos se dirige a la creación de las 

condiciones necesarias para que la libertad y la igualdad de los 6 ciudadanos iberoamericanos 

y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos que 

impidan su cumplimiento y fomentando la participación ciudadana a fin de que los 

ciudadanos contribuyan activamente a definir el interés general en un marco de potenciación 

de la dignidad humana.  

4. El principio de racionalidad se extiende a la motivación y argumentación que 

debe caracterizar todas las actuaciones administrativas, especialmente en el marco del 

ejercicio de las potestades discrecionales.  

5. En virtud del principio de igualdad de trato, todos los ciudadanos serán tratados 

de manera igual, garantizándose, con expresa motivación en los casos concretos, las razones 

que puedan aconsejar la diferencia de trato, prohibiéndose expresamente toda forma de 

discriminación cualquiera que sea su naturaleza. Las Administraciones Públicas deberán realizar 

los ajustes tecnológicos y físicos necesarios para asegurar que este principio llegue 

efectivamente a los ciudadanos con especiales dificultades, especialmente a las personas con 

capacidades especiales o capacidades diferentes.  

6. Principio de eficacia, en cuya virtud las actuaciones administrativas deberán 

realizarse, de acuerdo con el personal asignado, en el marco de los objetivos establecidos para 

cada ente público, que siempre estarán ordenadas a la mayor y mejor satisfacción de las 

necesidades y legítimas expectativas del ciudadano Las Autoridades buscarán que los 

procedimientos y las medidas adoptadas logren su finalidad y, para ello, procurarán remover 

de oficio los obstáculos puramente formales y evitarán las dilaciones y los retardos, buscando 

la compatibilidad con la equidad y el servicio objetivo al interés general. En esta materia será 

de aplicación, de acuerdo con los diferentes ordenamientos jurídicos, el régimen de 

responsabilidad del personal al servicio de la Administración Pública.  

7. El principio de eficiencia obliga a todas las autoridades y funcionarios a 

optimizar los resultados alcanzados en relación con los recursos disponibles e invertidos en su 

consecución en un marco de compatibilidad con la equidad y con el servicio objetivo al interés 

general.  

8. De acuerdo con el principio de economía, el funcionamiento de la 

Administración Pública estará guiado por el uso racional de los recursos públicos disponibles. El 

gasto público se realizará atendiendo a criterios de equidad, economía, eficiencia y 

transparencia.  

 
6 

https://intercoonecta.aecid.es/Documentos%20de%20la%20comunidad/Carta_%20Derechos%20y%20

Deberes%20Ciudadano.pdf 

 
7 25. Los ciudadanos son titulares del derecho fundamental a la buena Administración Pública, que 

consiste en que los asuntos de naturaleza pública sean tratados con equidad, justicia, objetividad, 

imparcialidad, siendo resueltos en plazo razonable al servicio de la dignidad humana. En concreto, el 

derecho fundamental a la buena Administración Pública se compone, entre otros, de los derechos 

señalados en los artículos siguientes, que se podrán ejercer de acuerdo con lo previsto por la legislación 

de cada país.  

https://intercoonecta.aecid.es/Documentos%20de%20la%20comunidad/Carta_%20Derechos%20y%20Deberes%20Ciudadano.pdf
https://intercoonecta.aecid.es/Documentos%20de%20la%20comunidad/Carta_%20Derechos%20y%20Deberes%20Ciudadano.pdf


 

 

 

 

 

 

 

 

9. En virtud del principio de responsabilidad la Administración Pública responderá 

de las lesiones en los bienes o derechos de los ciudadanos ocasionados como consecuencia 

del funcionamiento de los servicios públicos o de interés general de acuerdo con el 

ordenamiento jurídico correspondiente.  

10. De acuerdo con el principio de evaluación permanente de la Administración 

Pública, ésta tenderá a adecuar su estructura, funcionamiento y actividad, interna y externa, 

a la identificación de oportunidades para su mejora continua, midiendo de forma objetiva el 

desempeño de sus estructuras administrativas.  

11. Principio de universalidad, asequibilidad y calidad de los servicios públicos y 

de interés general con independencia de la ubicación geográfica de los ciudadanos y del 

momento en que estos precisen el uso de dichos servicios por parte de las Administraciones 

Públicas con presencia territorial.  

12. Principio de ética, en cuya virtud todas las personas al servicio de la 

Administración pública deberán actuar con rectitud, lealtad y honestidad, promoviéndose la 

misión de servicio, la probidad, la honradez, la integridad, la imparcialidad, la buena fe, la 

confianza mutua, la solidaridad, la transparencia, la dedicación al trabajo en el marco de los 

más altos estándares profesionales, el respeto a los ciudadanos, la diligencia, la austeridad en 

el manejo de los fondos y recursos públicos así como la primacía del interés general sobre el 

particular.  

13. Principio de participación, en cuya virtud los ciudadanos, en el marco de lo 

dispuesto en la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, 

podrán, según la legislación interna de cada país, estar presentes e influir en todas las 

cuestiones de interés general a través de los mecanismos previstos en los diferentes 

ordenamientos jurídicos de aplicación. Igualmente, se propiciará que los ciudadanos 

participen en el control de la actividad administrativa de acuerdo con la Legislación 

administrativa correspondiente. De igual manera, la Administración Pública facilitará que los 

ciudadanos interesados participen, individual o colectivamente, también a través de sus 

legítimos representantes, en el procedimiento de elaboración de las normas administrativas 

que puedan afectarles.  

14. Principio de publicidad y claridad de las normas, de los procedimientos y del 

entero quehacer administrativo en el marco del respeto del derecho a la intimidad y de las 

reservas que por razones de confidencialidad o interés general, que serán objeto de 

interpretación restrictiva. Las autoridades procurarán dar a conocer a los ciudadanos y a los 

interesados, de forma sistemática y permanente, según las diferentes legislaciones de cada 

uno los países de la región, sus actos, contratos y resoluciones, mediante comunicaciones, 

notificaciones y publicaciones, incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir de 

forma masiva tal información.  

15. Principio de seguridad jurídica, de previsibilidad, claridad y certeza normativa, 

en cuya virtud la Administración Pública se somete al Derecho vigente en cada momento, sin 

que pueda variar arbitrariamente las normas jurídicas. 

 La Administración Pública procurará usar en la elaboración de las normas y actos 

de su competencia un lenguaje y una técnica jurídica que tienda, sin perder el rigor, a hacerse 

entender por los ciudadanos.  

16. En virtud del principio de proporcionalidad las decisiones administrativas 

deberán ser adecuadas al fin previsto en el ordenamiento jurídico, dictándose en un marco de 

justo equilibrio entre los diferentes intereses en presencia y evitándose limitar los derechos de 

los ciudadanos a través de la imposición de cargas o gravámenes irracionales o incoherentes 

con el objetivo establecido.  

17. El principio de ejercicio normativo del poder significa que los poderes deberán 

ejercerse, única y exclusivamente, para la finalidad prevista en las normas de otorgamiento, 

prohibiéndose el abuso o exceso de poder, sea para objetivos distintos de los establecidos en 

las disposiciones generales o para lesionar el interés general.  

18. De acuerdo con el principio de objetividad, fundamento de los principios de 

imparcialidad e independencia, las autoridades y funcionarios, así como todas las personas al 

servicio de la Administración Pública, deberán abstenerse de toda actuación arbitraria o que 

ocasione trato preferente por cualquier motivo, actuando siempre en función del servicio 

objetivo al interés general, prohibiéndose la participación en cualquier asunto en el que él 

mismo, o personas o familiares próximos, tengan cualquier tipo de intereses o en los que pueda 

existir conflicto de intereses según el ordenamiento jurídico correspondiente.  

19. Principio de buena fe, en cuya virtud las autoridades y los ciudadanos 

presumirán el comportamiento legal y adecuado de unos y otros en el ejercicio de sus 

competencias, derechos y deberes.  

20. De acuerdo con el principio de facilitación los ciudadanos encontrarán 

siempre en la Administración Pública las mejores condiciones de calidez, amabilidad, 

cordialidad y cortesía para la tramitación y asesoramiento de los asuntos públicos que les 

afecten. En estos casos, el uso de las TICS facilita la tramitación de numerosos procedimientos 

y permite de forma puntual conocer en cada momento el estado de la tramitación así como 

solventar las dudas que puedan tener los interesados.  

21. Principio de celeridad, en cuya virtud las actuaciones administrativas deberán 

realizarse optimizando el uso del tiempo, resolviendo los procedimientos en un plazo razonable 

que será el que corresponda de acuerdo con la dotación de personas y de medios materiales  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

disponibles y 9 de acuerdo con el principio de servicio objetivo al interés general, así como en 

función de las normas establecidas para tal fin.  

22. Principio de transparencia y acceso a la información de interés general: el 

funcionamiento, actuación y estructura de la Administración Pública deberá ser accesible a 

todos los ciudadanos, de manera que éstos, de acuerdo con la protección del derecho a la 

intimidad y de las declaraciones motivadas de reserva por razones de interés general, puedan 

conocer en todo momento, gracias a la existencia de archivos adecuados, la información 

generada por las Administraciones Públicas, por las organizaciones sociales que manejen 

fondos públicos y por todas aquellas instituciones que realicen funciones de interés general de 

acuerdo con la legislación respectiva. Las Autoridades deberán impulsar de oficio los 

procedimientos y procurarán usar las TICS a los efectos de que los procedimientos se tramiten 

con diligencia y sin dilaciones injustificadas de acuerdo con los enunciados de la Carta 

iberoamericana del Gobierno Electrónico. Igualmente, se procurará potenciar el uso de 

estándares abiertos para facilitar la difusión y reutilización de la información pública o de interés 

general.  

23. El principio de protección de la intimidad: las personas al servicio de la 

Administración Pública que manejen datos personales respetarán la vida privada y la 

integridad de las personas de acuerdo con el principio del consentimiento, prohibiéndose, de 

acuerdo con los ordenamientos jurídicos correspondientes, el tratamiento de los datos 

personales con fines no justificados y su transmisión a personas no autorizadas.  

24. El principio de debido proceso: las actuaciones administrativas se realizarán de 

acuerdo con las normas de procedimiento y competencia establecidas en los ordenamientos 

superiores de cada uno de los países miembros, con plena garantía de los derechos de 

representación, defensa y contradicción. 

 

 

Si bien, la Constitución no regula el derecho a la buena 

administración pública por sí mismo, si comprende algunos de los principios en 

los que se basa ese derecho de manera general y en forma específica 

respecto de las funciones de los servidores públicos de las Instituciones y 

órganos de gobierno que conforman la administración pública.  

Así, tenemos que el artículo 1 Constitucional establece: 

Artículo 1.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 

no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 

esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 

a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, 

el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 

humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 

extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la 

protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 

género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, 

las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. 

 

Por su parte, los artículos 14, 16 17, 21, 108 y 109 Constitucionales 

señalan: 



 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 

alguna. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 

anterioridad al hecho. En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 

analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 

exactamente aplicable al delito de que se trata. En los juicios del orden civil, la sentencia 

definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta 

se fundará en los principios generales del derecho. 
 

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté 

cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin 

demora a disposición de la autoridad civil más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del 

Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención. Párrafo reformado DOF 26-03-

2019 Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el 

riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y 

cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o 

circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, 

fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. En casos de urgencia o 

flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la 

detención o decretar la libertad con las reservas de ley. La autoridad judicial, a petición del 

Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el 

arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que 

pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, 

la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el 

inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, Artículo 16. Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 

procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se 

establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier 

medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.  

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, 

rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos 

que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el 

tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, 

seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.  

 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que 

preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con 

pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y 

que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. Párrafo 

reformado DOF 01-06-2009.  

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al 

inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La 

contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.  

Siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le 

dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 

Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, 

para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia. 

 Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta 

y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la 

autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como 

delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley 

penal.  

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud 

del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas 

que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse 

la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos 

propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad 

que practique la diligencia.  

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente 

cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean 

aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez 

valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la 

comisión de un delito. 

 En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de 

confidencialidad que establezca la ley. Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición 

de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad 

federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación 

privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la 

solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración.  



 

 

 

 

 

 

 

 

La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se 

trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el 

caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. Los Poderes Judiciales contarán 

con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes 

de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, 

que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u 

ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y 

Ministerio Público y demás autoridades competentes.  

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las 

leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor 

probatorio. 

 La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para 

cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición 

de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones 

fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para 

los cateos.  

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo 

registro, y su violación será penada por la ley. En tiempo de paz ningún miembro del Ejército 

podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. 

En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 

prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente. 

 

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 

violencia para reclamar su derecho. Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 

emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. Siempre que no se afecte la 

igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre 

los formalismos procedimentales.  

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. 

Tales leyes determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los 

mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma exclusiva sobre 

estos procedimientos y mecanismos.  

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la 

materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los 

casos en los que se requerirá supervisión judicial. Las sentencias que pongan fin a los 

procedimientos orales deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación de las 

partes. Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice 

la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.  

La Federación y las entidades federativas garantizarán la existencia de un servicio 

de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones para un 

servicio profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no 

podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio Público. 

 

Artículo 21.- La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las 

policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta 

función.  

… 

La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las 

entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la 

integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación 

del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las 

leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención, investigación y 

persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los 

términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación 

de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta 

Constitución. 

 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 

reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros 

del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona 

que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la 

Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los 

organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los 

actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 

 

Durante el tiempo de su encargo, el Presidente de la República podrá ser 

imputado y juzgado por traición a la patria, hechos de corrupción, delitos electorales y todos 

aquellos delitos por los que podría ser enjuiciado cualquier ciudadano o ciudadana. 



 

 

 

 

 

 

 

 

Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas Locales, 

los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los miembros de los 

Consejos de las Judicaturas Locales, los integrantes de los Ayuntamientos y Alcaldías, los 

miembros de los organismos a los que las Constituciones Locales les otorgue autonomía, así 

como los demás servidores públicos locales, serán responsables por violaciones a esta 

Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos 

y recursos federales. 

 

Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos 

del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de 

servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en las entidades 

federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. Dichos 

servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de recursos públicos y la deuda 

pública. 

 

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a 

presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las 

autoridades competentes y en los términos que determine la ley. 

 

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad 

frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:  

I. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 110 

a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus 

funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos 

fundamentales o de su buen despacho. No procede el juicio político por la mera expresión de 

ideas.  

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que 

incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los términos de la legislación penal 

aplicable. Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar 

penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el 

tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su 

patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia 

lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y con la privación 

de la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan; 

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 

omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 

observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán 

en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, 

y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya 

obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 

omisiones. 

 La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos 

actos u omisiones.  

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la 

Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en 

las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia 

Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán 

conocidas y resueltas por los órganos internos de control. 

 Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 

administrativas de los miembros del Poder Judicial de la Federación, se observará lo previsto en 

el artículo 94 de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior de 

la Federación en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 

públicos.  

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación 

de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control. Los 

entes públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine 

la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir 

responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y 

aplicación de recursos públicos federales y participaciones federales; así como presentar las 

denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución.  

Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito Federal y sus 

demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos de control, que tendrán, en su 

ámbito de competencia local, las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior, y 

IV.- Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que 

intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro 

tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento de los 

daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales 

o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando  



 

 

 

 

los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que 

actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá 

ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva 

cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o 

a los entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un 

beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de 

vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de 

manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la 

sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los 

procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos 

u omisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las 

fracciones anteriores se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por 

una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. Cualquier ciudadano, bajo su más 

estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular 

denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas 

a las que se refiere el presente artículo.  

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la 

investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les 

serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia 

fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de 

recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha 

información.  

La Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría del Ejecutivo Federal 

responsable del control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada 

en Combate a la Corrupción y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformidad 

con lo previsto en los artículos 20, Apartado C, fracción VII, y 104, fracción III de esta 

Constitución, respectivamente.  

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 

administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y 

directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 

procedimientos que establezcan las leyes. 

 

De la misma manera, el Poder Judicial Federal ha reconocido a la 

buena administración pública como un derecho fundamental de las personas 

y un principio de actuación para los poderes públicos al emitir Tesis I.4º.a.5 A 

((11ª.)8 y I.4.A.14 A (11ª.)9 cuyo contenido es el siguiente: 

BUENA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. CONSTITUYE UN DERECHO FUNDAMENTAL DE LAS 

PERSONAS Y UN PRINCIPIO DE ACTUACIÓN PARA LOS PODERES PÚBLICOS (LEGISLACIÓN DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO). 

 

Hechos: Una persona, por su propio derecho y a nombre de una asociación 

vecinal, que fue afectada en su vivienda por la construcción de un edificio realizada en un 

predio colindante, al observar que de los datos públicos contenidos en la página de Internet 

de una Alcaldía de la Ciudad de México se advertían fotos de una fachada que no 

correspondía al inmueble en construcción, presentó escrito de petición ante la autoridad 

competente en la Alcaldía para que revisara y verificara si se ajusta a derecho el trámite 

denominado "alineamiento y número oficial", llevado a cabo por el propietario o poseedor del 

inmueble en construcción. La respuesta a la parte afectada fue en el sentido de que, conforme 

al artículo 35 Bis de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México, no se podía 

atender su solicitud, toda vez que ni ella ni la asociación son los titulares o causahabientes 

respecto del trámite referido, además de que no acreditaron su interés legítimo. Inconforme, 

promovió juicio contencioso administrativo en el que se declaró la nulidad de la resolución 

impugnada, por lo que la autoridad interpuso recurso de apelación, en el que el Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa local reconoció la validez de la sentencia, la cual fue 

impugnada por aquélla mediante juicio de amparo directo.. . Criterio jurídico: Este Tribunal 

Colegiado de Circuito determina que cualquiera que sea la función desempeñada por los 

servidores públicos de la Ciudad de México, como dar respuesta a un escrito de petición, debe 

ser conforme a la buena administración pública, al constituir un derecho fundamental de las 

personas y un principio de actuación para los poderes públicos, el cual se vincula e  

 
8 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2023930. Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito. Undécima Época. Materias(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: I.4o.A.5 A (11a.). 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 8, Diciembre de 2021, Tomo III, página 

2225. ipo: Aislada. 

 
9 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2024340. Instancia: Tribunales Colegiados 

de Circuito. Undécima Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: I.4o.A.14 A (11a.). Fuente: Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Marzo de 2022, Tomo IV, página 3463. Tipo: Aislada. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

interrelaciona con otros, como los derechos a la información, a la transparencia, a la tutela 

judicial efectiva, de petición y prerrogativas de carácter prioritario. 

 

Justificación: Lo anterior, porque el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos contiene el parámetro de control de regularidad constitucional y por 

medio de éste se incorporan derechos humanos no reconocidos en aquélla, como es el caso 

del derecho humano a una buena administración pública, el cual es reconocido en la Carta 

Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano y en la Constitución Política de la 

Ciudad de México, entre otras regulaciones. Ahora bien, ese derecho se contiene y desarrolla 

sustancialmente y de manera expresa en los artículos 60 de la Constitución Política, 2 de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública y 36 de la Ley Constitucional de 

Derechos Humanos y sus Garantías, todas de la Ciudad de México, de los cuales se advierte, 

entre otras cosas, que la buena administración pública constituye un derecho fundamental de 

las personas y un principio de actuación para los poderes públicos y que con sustento en éste 

se deben generar acciones y políticas públicas orientadas a la apertura gubernamental, a fin 

de contribuir a la solución de los problemas públicos a través de instrumentos ciudadanos 

participativos, efectivos y transversales, y que toda persona servidora pública garantizará, en 

el ejercicio de sus funciones, el cumplimiento y observancia de los principios generales que 

rigen la función pública. En ese contexto, el derecho fundamental a la buena administración 

pública también se vincula e interrelaciona con otros, como los derechos a la información, a la 

transparencia, a la tutela judicial efectiva, de petición y prerrogativas de carácter prioritario, 

en términos del artículo 1o. constitucional y del parámetro de control de regularidad 

constitucional, acorde con los criterios jurisprudenciales y tratados internacionales. 

Consecuentemente, los servidores públicos de la Ciudad de México, cualquiera que sea la 

función desempeñada, como dar respuesta a un escrito de petición, deben actuar con la 

conciencia de que la buena administración pública constituye un derecho fundamental de las 

personas y un principio de actuación para los poderes públicos; de ahí que se encuentren 

sujetos a una serie de principios y deberes expresos en la normatividad citada y, al mismo 

tiempo, están obligados a aplicar las directrices en ella plasmadas, como generar acciones y 

políticas públicas orientadas a la apertura gubernamental a fin de combatir la corrupción y 

contribuir a la solución de los problemas públicos a través de instrumentos ciudadanos 

participativos. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PROCEDE LA REPARACIÓN INTEGRAL 

DEL DAÑO Y, POR ENDE, EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE CUANDO SE VIOLA 

EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA BUENA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (LEGISLACIÓN DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO). 

 

Hechos: Una persona presentó reclamación de responsabilidad patrimonial 

contra la actividad irregular de la Agencia de Gestión Urbana y de una Alcaldía de la Ciudad 

de México, con motivo del fallecimiento de su cónyuge, quien al conducir una motocicleta en 

un puente vehicular y derivado de su falta de mantenimiento, al pasar por un "bache", perdió 

el control e impactó contra los barrotes de contención y salió proyectado por encima del 

puente. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede la 

reparación integral del daño y, por ende, el pago de la indemnización por responsabilidad 

patrimonial del Estado, cuando se viola el derecho fundamental a una buena administración 

pública, al demostrarse la concurrencia de hechos y condiciones causales entre el daño 

patrimonial causado y la actividad irregular reclamada. 

 

Justificación: Lo anterior, porque la buena administración pública es un derecho 

fundamental de las personas y un principio de actuación para los poderes públicos, el cual se 

vincula e interrelaciona con otros; con sustento en él deben generarse acciones y políticas 

públicas orientadas a la apertura gubernamental, para contribuir a la solución de los problemas 

públicos a través de instrumentos ciudadanos participativos, efectivos y transversales. Es así que 

todo servidor público garantizará, en el ejercicio de sus funciones, el cumplimiento y 

observancia de los principios generales y fines que rigen la función pública, respetando los 

valores de dignidad, ética, justicia, lealtad, libertad y seguridad de las personas. En la Ciudad 

de México está garantizado el derecho referido a través de un gobierno que debe ser abierto, 

integral, honesto, transparente, profesional, eficaz, eficiente, austero, incluyente y resiliente, 

conforme a la Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano en Relación 

con la Administración Pública (suscrita por México los días 18 y 19 de octubre de 2013) y a los 

artículos 60 de la Constitución Política, 2o. de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública y 36 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías, 

todas de la Ciudad de México. Su conformación jurídica implica una serie de principios y 

directrices previstos en los artículos 109 y 134 de la Constitución General, correlacionados con 

otros contenidos en los diversos 6 y 7 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

5 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; su propósito es generar acciones y 

políticas públicas orientadas a la apertura gubernamental para combatir la corrupción y 

contribuir a la solución de los problemas públicos mediante instrumentos ciudadanos 

participativos. Todas estas prevenciones implican cambios estructurales en la conformación y 

en la operación de la administración y son la esencia de la buena administración. En 

consecuencia, los entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales 

y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, aunado a 

la actuación ética y responsable de cada servidor público, conforme al precepto 6 indicado, 

lo que se traduce en obligaciones y deberes específicos y puntuales, determinantes de la 

obligación de la administración para crear condiciones de regularidad, funcionalidad, eficacia 

y eficiencia en favor de los ciudadanos. Ahora bien, no acatar tales deberes conlleva la 

reparación integral del daño a la parte afectada, y en términos del artículo 1o., párrafo último, 

de la Ley General de Víctimas dicha reparación comprende medidas de restitución, 

rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición de las irregularidades 

que generaron graves riesgos y daños consumados, como la muerte del cónyuge de la 

quejosa, solicitante de la reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado, quien debe 

ser compensada económicamente. Lo anterior, porque es obligación de las autoridades 

demandadas dar un adecuado mantenimiento a las vías de circulación vehicular, de acuerdo 

con los artículos 15, fracción I, 178, fracción I y 181, párrafo último, de la Ley de Movilidad de la 

Ciudad de México, 39, fracción LIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito 

Federal abrogada, 207 Ter y 207 Quinquies, fracciones III y IV, del Reglamento Interior de la 

Administración Pública del Distrito Federal abrogado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

De la misma forma, los principios que sostienen la Buena 

Administración Pública se contienen en diversos ordenamientos de carácter 

federal, estatal y municipal que regulan las funciones de los Servidores 

Públicos. 

 

La Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y la Ley Estatal 

del Sistema Anticorrupción de Baja California, en sus respectivos artículos 5, 

de idéntica redacción, establecen: 

 

Artículo 5. Son principios rectores que rigen el servicio público los siguientes: 

legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, 

equidad, transparencia, economía, integridad y competencia por mérito. 

 Los Entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales 

y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y la 

actuación ética y responsable de cada servidor público. 

 

Los artículos 6 y 7 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas contienen los principios y directrices que rigen el actuar de los 

servidores públicos: 

 

Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a crear y mantener 

condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado 

en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público.  

Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, 

lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el 

servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los Servidores Públicos 

observarán las siguientes directrices: 

 I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas 

les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 

disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones;  



 

 

 

 

 

 

 

 

II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o 

pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni 

buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier 

persona u organización;  

III. Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de 

intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la población;  

IV. Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán 

privilegios o preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, intereses o 

prejuicios indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de 

manera objetiva;  

V. Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, 

procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las 

metas institucionales según sus responsabilidades;  

VI. Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose 

a los principios de austeridad, eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 

satisfacer los objetivos a los que estén destinados; 

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos 

en la Constitución; 

VIII. Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una 

vocación absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las 

necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos al interés 

general; IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el 

desempeño responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones; 

X. Se abstendrán de asociarse con inversionistas, contratistas o empresarios 

nacionales o extranjeros, para establecer cualquier tipo de negocio privado que afecte el 

desempeño imparcial y objetivo en razón de intereses personales o familiares, hasta el cuarto 

grado por consanguinidad o afinidad;  

XI. Separarse legalmente de los activos e intereses económicos que afecten de 

manera directa el ejercicio de sus responsabilidades en el servicio público y que constituyan 

conflicto de intereses, de acuerdo con lo establecido en esta Ley, en forma previa a la asunción 

de cualquier empleo, cargo o comisión;  

XII.Abstenerse de intervenir o promover, por sí o por interpósita persona, en la 

selección, nombramiento o designación para el servicio público de personas con quienes 

tenga parentesco por filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado, y 

Fracción adicionada  

XIII. Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa al 

Estado mexicano.  

La separación de activos o intereses económicos a que se refiere la fracción XI de 

este artículo, deberá comprobarse mediante la exhibición de los instrumentos legales 

conducentes, mismos que deberán incluir una cláusula que garantice la vigencia de la 

separación durante el tiempo de ejercicio del cargo y hasta por un año posterior a haberse 

retirado del empleo, cargo o comisión.  

 

Respecto a los principios y directrices que deben regir el actuar de 

los funcionarios ´públicos del estado y municipales, la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California dispone: 

 

Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a crear y mantener 

condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado 

en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público.  

Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, los principios de respeto a la dignidad de las personas, disciplina, legalidad, 

objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de 

cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de 

dichos principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas 

les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 

disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones;  

II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o 

pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni 

buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier 

persona u organización;  

III. Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de 

intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la población;  

IV. Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán 

privilegios o preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, intereses o  

 



 

 

 

 

 

 

 

 

prejuicios indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de 

manera objetiva;  

V. Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, 

procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las 

metas institucionales según sus responsabilidades;  

VI. Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose 

a los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los 

objetivos a los que estén destinados;  

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos 

en la Constitución;  

VIII. Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una 

vocación absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las 

necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos al interés 

general;  

IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el 

desempeño responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones; y  

X. Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa al 

Estado. 

 

El artículo 4 de la Ley de Seguridad Pública establece: 

 

ARTÍCULO 4.- Las Instituciones de Seguridad Pública serán de carácter civil, 

disciplinado y profesional, su actuación se regirá además, por los principios de legalidad, 

objetividad, eficacia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

El artículo 44 de la Ley del Régimen Municipal del Estado de Baja 

California respecto al procedimiento administrativo dispone: 

 

ARTÍCULO 44.- Bases que Rigen el Procedimiento Administrativo.- Las actuaciones 

administrativas que realicen los Ayuntamientos y sus Autoridades Municipales, deberán regirse 

por los principios de legalidad, igualdad, publicidad y audiencia, salvaguardando las garantías 

constitucionales, de conformidad con lo que establezcan en la reglamentación respectiva y 

atendiendo a las siguientes prescripciones generales:  

I.- El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición del 

interesado. Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados ante la 

Autoridad competente se presumirán ciertas, salvo prueba en contrario, aun cuando estén 

sujetas al control y verificación de la propia Autoridad. Si los informes o declaraciones 

proporcionados por el particular resultan falsos, se aplicarán las sanciones administrativas 

correspondientes, sin perjuicio de las penas en que incurren aquellos que se conducen con 

falsedad, de acuerdo con los ordenamientos legales aplicables. La actuación administrativa 

de la autoridad y la de los interesados se sujetará al principio de buena fe;  

II.- En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa. Quien 

promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad en los términos de Ley; 

III.- En los procedimientos y trámites respectivos, no se podrán exigir mayores 

formalidades y requisitos que los expresamente establecidos en los ordenamientos 

reglamentarios de cada materia. Los interesados tendrán en todo momento el derecho de 

obtener información sobre los procedimientos y el estado en que se encuentran, así como el 

acceso a los expedientes que con motivo de sus solicitudes, o por mandato legal, formen las 

Autoridades Municipales;  

IV.- Sólo podrá negarse la información o el acceso a los expedientes, cuando esté 

protegida dicha información por el secreto industrial, comercial o por disposición legal; o 

porque el solicitante no sea el titular o causahabiente, o no acredite su interés legítimo en el 

procedimiento administrativo; o se involucren cuestiones relativas a menores de edad o de 

defensa y seguridad nacional, y  

V.- Las actuaciones se verificarán en las oficinas de las dependencias o entidades 

competentes. En los casos en que la naturaleza de la diligencia así lo requiera y sea necesario 

o conveniente para agilizar el procedimiento, el desahogo de la diligencia podrá trasladarse a 

otro sitio, previa constancia debidamente fundada y motivada de esta circunstancia. 

 

El Reglamento de la Administración Pública Municipal establece en 

sus artículos 46 y 47 lo siguiente: 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

ARTÍCULO 46.- La administración pública municipal se integrará con base en la 

profesionalización del servicio público, regido bajo los principios de legalidad, honradez, 

transparencia, lealtad institucional, profesionalismo, igualdad de género, eficiencia y eficacia, 

de conformidad a lo establecido en el reglamento que expida para este efecto el 

Ayuntamiento. 

ARTÍCULO 47.- Los actos y procedimientos de la administración pública municipal, 

se ajustarán a los principios de legalidad, simplificación, transparencia e imparcialidad, en los 

términos que establezca el reglamento correspondiente. 
 

De la lectura de los preceptos transcritos se advierte que los 

principios de la Buena Administración Publica se contienen en los 

ordenamientos que regulan el actuar de los servidores públicos, federales 

estatales y municipales, y las Instituciones encargadas de la seguridad y 

protección ciudadana. 

 

En el caso que se resuelve, se aprecia que el procedimiento que se 

le siguió a la actora tuvo origen en las acta administrativas por faltas 

injustificadas de la actora a sus labores como Agente de la Secretaria de 

Seguridad Pública Municipal de Tijuana los días dieciséis, diecisiete, veintidós,  

veintitrés y veinticinco de julio, y tres, cuatro y seis de agosto, todos del dos mil 

dieciocho, levantadas por el Subjefe General de la Policía y Tránsito 

Municipal, IV Distrito Mesa de Otay, actuaciones que obran  a fojas 7 a 14 de 

las copias certificadas del expediente administrativo **********2.  

 

En el expediente en mención (fojas 4 y 5) se advierte también el 

oficio **********3 de veinticinco de septiembre de dos mil dieciocho, 

mediante el cual la Coordinadora de Recursos Humanos de la Secretaría de 

Seguridad Pública del Ayuntamiento de Tijuana remite a la Directora de la 

Unidad de Investigación y Determinación de la Sindicatura Procuradora 

Municipal del mismo Ayuntamiento los originales de las actas descritas con 

anterioridad y copia simple del nombramiento de la actora, haciéndole de su 

conocimiento de las faltas injustificadas de la actora con el fin de que se inicie 

el procedimiento de responsabilidad administrativa en contra de la actora. 

En el citado oficio se advierte un sello de recibido de la Sindica Procuradora 

de veintiséis de septiembre del dos mil dieciocho y otro del veintisiete de 

septiembre del mismo año de la Dirección de Investigación y Determinación 

de esa misma dependencia.  

 

Las actuaciones detalladas tienen eficacia probatoria plena, de 

conformidad con los artículos 285, 322, fracción V, 323 y 405 del Código de 

Procedimientos, aplicado supletoriamente en la materia por disposición del 

artículo 79 de la Ley del Tribunal Anterior, y se advierte que entre la fecha de  



 

 

 

 

 

la última acta y la fecha de remisión de las mismas a la autoridad 

investigadora, mediaron un mes y diecinueve días.  

 

La demora en la remisión de los documentos base del 

procedimiento seguido en contra de la actora que resultó en su remoción, 

contraría los principios de celeridad y eficiencia, que deben de regir en las 

actuaciones de las autoridades administrativas afectando, concretamente 

los principios de legalidad, seguridad jurídica y justicia en los plazos y términos 

legales que derivan de los derechos fundamentales reconocidos en los 

artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

En efecto, las actuaciones de las autoridades de la administración 

pública deben de efectuarse en un plazo razonable, optimizando los 

resultados que se pretende obtener con esas actuaciones y más aún en la 

materia de responsabilidades administrativas o falta de requisitos de 

permanencia, puesto que la autoridad administrativa que posee la 

información para que se inicie la investigación y se sancione a un servidor 

público pudiera retrasar sin justificación alguna el envío de esa información. 

 

 Con la dilación de la autoridad administrativa no solo se perjudica 

la seguridad jurídica del actor, sino también se afecta el interés de la sociedad 

de que se determine si la conducta de un elemento policiaco que sirve a la 

sociedad es contraria a sus deberes y obligaciones.   

 

Los órganos de la administración pública y los servidores que los 

conforman deben garantizar la observancia de los principios que rigen la 

función pública, y la dilación en la remisión de los documentos necesarios 

para el inicio de una investigación, crea incertidumbre pues la dilación en la 

investigación, redunda también en la dilación en la imposición de la sanción. 

 

Estas circunstancias constituyen la base para realizar una 

interpretación del primer párrafo del artículo 184 de la Ley de Seguridad 

Pública conforme a la doctrina, a la Constitución y principios del derecho 

administrativo que llevan a concluir que, la prescripción de la facultad 

investigadora del Órgano de Control en los asuntos en los que reciben la 

denuncia o queja de las propias dependencias de la administración pública, 

empieza a contar a partir de la fecha en la administración pública municipal 

a la que pertenece el servidor público, en este caso miembro de la institución 

policial municipal, tuvo conocimiento de los hechos o conductas que haga  



 

 

 

 

 

presumir una responsabilidad administrativa grave o pérdida de requisito de 

permanencia. 

 

En ese sentido, en el caso que se resuelve, se tiene el procedimiento 

que se siguió a la actora fue por ausentarse de servicio sin causa justificada 

por un periodo de cinco días dentro del termino de treinta días, el quinto día 

lo fue, el veinticinco de julio de dos mil dieciocho, como consta en las actas 

levantadas a la actora por el Subjefe General de Policía y Tránsito Municipal 

IV Distrito Mesa de Otay, perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública 

Municipal , por lo que esa es la fecha que se debe de considerar que se tuvo 

conocimiento de los hechos que hicieron presumir que la actora incurrió en 

responsabilidad administrativa grave o en la perdida de un requisito de 

permanencia, y no la de la recepción de los documentales que se hicieron 

llegar a la Contraloría Interna. 

 

De ahí que si la Contraloría, dictó el acuerdo por el cual solicitó a 

La Comisión el inicio del procedimiento de separación definitiva el veintiocho 

de agosto de dos mil diecinueve y remitió la investigación el primero de 

septiembre siguiente, como se observa a fojas 81 a 89 de las constancias del 

expediente del procedimiento administrativo seguido en contra de la actora, 

de eficacia probatoria plena, de conformidad con los artículos 285, 322, 

fracción V, 323 y 405 del Código de Procedimientos, aplicado 

supletoriamente en la materia por disposición del artículo 79 de la Ley del 

Tribunal Anterior, dicha actuaciones fue dictada en contravención al primer 

párrafo del articulo 184 de la Ley de Seguridad Pública, puesto que su 

facultad para hacerlo prescribió el veinticinco de julio de dos mil diecinueve. 

 

Como consecuencia de lo anterior, es evidente que si la prescripción de 

la autoridad investigadora se configuró el veinticinco de julio de dos mil diecinueve, 

la emisión del acuerdo de inicio de procedimiento se encuentra viciado, lo que 

resulta en que el dictado de la resolución impugnada sea ilegal. 

 

En las relatadas condiciones, en el presente juicio se actualiza la causal 

de nulidad prevista por el artículo 83, fracción IV, de la Ley del Tribunal, ya que la 

Comisión indebidamente sancionó al actor, cuando la facultad de solicitar el inicio 

de procedimiento de la autoridad investigadora se encontraba prescrita, por lo que 

al derivar de una actuación viciada, se debe declarar la nulidad de la resolución 

emitida el treinta de diciembre de dos ml dieciocho por la Comisión dentro del 

expediente **********2 seguido en contra de la actora. 

 



 

 

 

 

Resulta innecesario analizar los restantes motivos de inconformidad 

hechos valer por la parte actora, pues sea cual fuere el resultado en nada variaría el 

sentido del presente fallo. 

 

SEXTO.- EFECTOS. A la actora se le siguió procedimiento administrativo por 

ausentarse del servicio sin causa justificada por un periodo de cinco días dentro de 

un término de treinta días. 

 

De la revisión de las constancias del expediente del procedimiento de 

separación definitiva seguido en contra de la actora, no se advierte que la actora 

fuera suspendida. 

 

La actorta en ningún momento manifiesta que La Comisión lo hubiera 

suspendido o que la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana de Tijuana le 

hubiera impedido prestar el servicio por virtud del procedimiento que se le seguía. 

 

Así las cosas, no es procedente el pago de las prestaciones económicas 

al actor al no acreditarse en autos que la interrupción de la prestación del servicio 

fuera imputable a La Comisión, resultando aplicable por analogía la siguiente tesis de 

jurisprudencia10: 

 

SEGURIDAD PÚBLICA. ES IMPROCEDENTE EL REINTEGRO DE SALARIOS Y 

PRESTACIONES CUANDO LA INTERRUPCIÓN TEMPORAL DE FUNCIONES DEL ELEMENTO 

POLICIACO TIENE SU ORIGEN EN CAUSAS AJENAS AL SERVICIO. El artículo 50 de la Ley 

de Seguridad Pública del Distrito Federal prevé que cuando un elemento de la policía 

sea declarado sin responsabilidad en la investigación administrativa o averiguación 

previa que se le instruya, le serán reintegrados los salarios y prestaciones que hubiere 

dejado de percibir hasta ese momento con motivo de la suspensión temporal de 

carácter preventivo que se le impuso; sin embargo, la hipótesis jurídica que se 

comenta no se actualiza cuando la interrupción temporal de funciones del elemento 

policiaco tiene su origen en causas ajenas al servicio, esto es, por conductas 

observadas en su carácter de particular y no como servidor público, aun cuando en 

el proceso penal incoado en su contra obtenga resolución absolutoria por la que se 

declare que no es penalmente responsable del delito que se le imputó, en razón de 

que el régimen disciplinario y la suspensión temporal regulada por los artículos 49 y 50 

de la ley citada, están dirigidos a examinar y sancionar las conductas llevadas a cabo 

por los policías respecto de las funciones inherentes al servicio de seguridad pública 

que prestan, por cuyo incumplimiento puede afectarse a la corporación o a la 

comunidad en general; de ahí que sea improcedente el pago de los conceptos 

mencionados. 

 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Amparo directo 3857/2003. Benjamín Ibarra Reyes. 12 de noviembre de 

2003. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José 

Arturo González Vite. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XIII, enero de 2001, página 271, tesis 2a. CLXXXIV/2000, de rubro: "SEGURIDAD 

PÚBLICA. EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL QUE AUTORIZA LA 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LOS ELEMENTOS POLICIACOS SUJETOS A INVESTIGACIÓN 

ADMINISTRATIVA O AVERIGUACIÓN PREVIA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE PREVIA 

AUDIENCIA." 

 

Por lo anterior, con fundamento en el artículo 84 de la Ley del Tribunal 

Anterior, , se condena a la autoridad a: 

  

1.- Reinstalar a la actora en el cargo que ostentaba antes de la resolución 

declarada nula, o 

 

 

 
10 Época: Novena Época. Registro: 182306. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de 

Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Enero de 2004. 

Materia(s): Administrativa. Tesis: I.7o.A.266 A. Página: 1617. 

 



 

 

 

 

 

 

2.- Si opta por no reinstalar la actora en el cargo que ostentaba antes de 

la resolución declarada nula, deberá pagarle al actor en concepto de 

indemnización la suma equivalente a TRES MESES, más VEINTE DÍAS DE SALARIO por 

cada año de servicio, de las percepciones que recibía en el momento en que se 

decretó su separación del cargo, debiendo entregar un desglose pormenorizado. 
 

Al momento de efectuar la determinación de la cantidad a pagar por 

concepto de indemnización, la autoridad demandada, y aquellas autoridades 

vinculadas al cumplimiento de la sentencia por razón de su función, deberán 

considerar el cargo que ocupaba la actora al momento de llevarse a cabo la 

separación. Todo lo anterior, con la finalidad de que se logre el cumplimiento de la 

sentencia en un breve lapso, evitando dilaciones innecesarias y que resultan gravosas 

para el erario público municipal. 

 

C) Además, deberá hacer la anotación en el expediente personal del 

actor, así como informar al Registro Nacional de Seguridad Pública de que el actor 

fue removido de manera injustificada del cargo como agente de la Policía Ministerial 

de Estado y, conforme al aparato 6 y resolutivo tercero de su propia resolución, 

deberá girar oficios a las autoridades que en ellos se mencionan, haciéndoles saber 

el sentido de la presente sentencia, a fin de que hagan las anotaciones 

correspondientes en sus registros y libros de gobierno. 

 

Se afirma que, en caso de que opte por no reinstalar a la actora, deberá 

cubrir a la demandante en concepto de indemnización la suma equivalente a TRES 

MESES de las percepciones que recibía en el momento en que se decretó su 

separación del cargo, pues así lo estableció la segunda Sala del Alto Tribunal en la 

tesis de jurisprudencia de subsecuente inserción: 

 

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, 

APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 

20 DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 

2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)]. En 

una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

abandona el criterio contenido en las tesis indicadas, al estimar que conforme al 

artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del 

Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la 

Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una 

indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad 

jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de 

terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustificada; ello, para no 

dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos 

en el servicio. Además, de la propia normativa constitucional se advierte la obligación 

del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel 

federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o mecanismos de 

delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los 

servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el 

derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la 

Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente, al incluir el 

apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores 

públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin 

importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado 

-en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción 

XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que la 

separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio 

fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos 

suficientes para fijar el monto de ese concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a 

lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al 

diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin 

de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del 

Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe 

recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que 

configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el 

resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el  



 

 

 

 

 

Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia 

Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas 

consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, 

apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el 

patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago 

de una indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de 

indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose 

en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, 

cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía 

desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto 

es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado para 

efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apartado A en su 

generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las 

circunstancias especiales de que es la propia norma quien releva al patrón de la 

obligación de reinstalación -cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el 

despido sea injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que 

corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción 

contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta 

Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado 

A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir 

que fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la 

indemnización engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de 

servicio, sin que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal 

o administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas 

que prevean expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como 

mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a 

la Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en esos 

ordenamientos.11 

 

En ese mismo supuesto, por lo que hace al pago de VEINTE DÍAS POR 

CADA AÑO DE SERVICIO, debe computarse y pagarse desde el momento en que 

inició la relación administrativa hasta la fecha en que se notificó la resolución 

impugnada, pues es cuando se separó injustificadamente a la actora de su cargo, al 

no existir norma federal o local que amplíe dicho periodo de pago, de conformidad 

con la jurisprudencia 46/2020, emitida por la Segunda Sala de la Suprema corte de 

Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 77/2020 (10a.) que a 

continuación se transcribe: 

 

SEGURIDAD PÚBLICA. EL PAGO DE VEINTE DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO 

DE SERVICIO QUE FORMA PARTE DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, 

APARTADO B, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DEBE COMPUTARSE Y EFECTUARSE DESDE LA FECHA 

EN QUE INICIÓ LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA HASTA AQUELLA EN QUE EL SERVIDOR 

PÚBLICO FUE SEPARADO INJUSTIFICADAMENTE DE SU CARGO. 

 

Hechos. Los Tribunales Colegiados contendientes al analizar cómo debe 

computarse y efectuarse el pago de veinte días de salario por cada año de servicio, 

que forma parte de la indemnización prevista en el artículo 123, apartado B, fracción 

XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal, llegaron a soluciones contrarias, 

puesto que para uno se realiza desde que inició la relación administrativa hasta que 

se decretó el cese o remoción ilegal del cargo, mientras que para otro se efectúa 

desde el inició de la prestación del servicio hasta que se ejecute el pago en 

cumplimiento a la sentencia que declaró injustificada la separación. 

 

Criterio jurídico. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación establece que el pago de veinte días por cada año de servicio que forma 

parte de la indemnización a que refiere el artículo 123, apartado B, fracción XIII, 

párrafo segundo, de la Constitución Federal, debe computarse y pagarse desde el 

momento en que inició la relación administrativa hasta la fecha en que se separó 

injustificadamente al servidor público de su cargo, salvo que exista norma específica 

en el ordenamiento federal o local que amplíe tal periodo de pago. 

 

 
11Época: Décima Época. Registro: 2013440. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo I. Materia(s): Constitucional. 

Tesis: 2a./J. 198/2016 (10a.). Página: 505. 
 



 

 

 

 

 

Justificación. Lo anterior, toda vez que la porción aludida del artículo 123 

constitucional al proscribir la reincorporación al servicio del elemento de seguridad 

pública separado y sólo otorgarle en caso de que la autoridad jurisdiccional declare 

ilegal el cese, el derecho a recibir una indemnización, implica que la relación 

administrativa de aquél con el Estado debe tenerse por terminada definitivamente a 

partir de la remoción, baja o separación, subsistiendo únicamente la posibilidad de 

que se revise la legalidad del cese a fin de que el servidor público sea o no 

indemnizado. En ese sentido, la sentencia firme que declara injustificada la 

separación o remoción del servidor público, únicamente conlleva el surgimiento del 

derecho a la indemnización prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, 

párrafo segundo, de la Constitución Federal. En consonancia, la fracción II del artículo 

50 de la Ley Federal del Trabajo en la que se apoyó esta Sala para dar contenido al 

concepto de indemnización, refiere expresamente que tal indemnización consistirá 

en veinte días de salario por cada uno de los años de servicios prestados, de lo que 

se deduce que el pago correspondiente se efectuará por los años efectivamente 

laborados, puesto que ello se desprende de la locución “servicios prestados”, que 

refiere al tiempo en que el trabajador o servidor estuvo en activo.12 

 

 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 82 de la Ley del Tribunal 

Anterior, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.-Se declara la nulidad de la resolución de treinta de diciembre 

de dos mil veinte, dictada por La Comisión del Servicio Profesional de Carrera en 

Materia de Régimen Disciplinario de la Secretaría de Seguridad y Protección 

Ciudadana Municipal de Tijuana, en el expediente del procedimiento **********2, 

seguido en contra de **********1. 

  

SEGUNDO.- Se condena a la citada autoridad a que, en caso de que 

opte por la reinstalación de **********1,  gire los oficios respectivos y realice las 

anotaciones que se aluden en el considerando SEXTO de este fallo y, si opta por no 

reinstalar a la actora, deberá incluir el desglose respectivo de la indemnización 

constitucional de tres meses más veinte días por año, conforme a los lineamientos del 

referido considerando. 

 

Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes. 

 

Así lo resolvió el Licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, Primer 

Secretario de Acuerdos del Juzgado Cuarto con residencia en Tijuana del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, según designación hecha 

mediante acuerdo de Pleno de dos de julio de dos mil veintiuno, acorde con lo 

establecido  en el punto sexto del acuerdo de Pleno de veintiuno de junio de ese 

mismo año, quien actúa en funciones de Juez de Primera Instancia por ministerio de 

ley, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal 

de Justicia Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, quien firmó ante la presencia de la 

Secretaria de Acuerdos, Licenciada María del Pilar Ayala Guerrero, que da fe. 

JVM/MPAG. 

 
12Época: Décima Época, Registro: 2022229, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h, Materia(s): 

(Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 46/2020 (10a.). 

 



 

 

1 ELIMINADO: Nombre de la actora en páginas 1 y 30. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. 

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, 

por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad 

en el tratamiento de los datos personales. 

  
2 ELIMINADO: Número de procedimiento de separación definitiva en páginas 1, 24, 26 y 30 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. 

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, 

por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad 

en el tratamiento de los datos personales. 

  
3 ELIMINADO: Número de oficio de hechos de inicio de la investigación administrativa en páginas 10 y 24. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. 

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, 

por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad 

en el tratamiento de los datos personales. 

  
  
  
  
  

  

  



 

 

La suscrita María del Pilar Ayala Guerrero, Secretaria de Acuerdos 

adscrita al Juzgado Cuarto con Residencia en Tijuana del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, hace constar: Que 

lo transcrito con anterioridad corresponde a una versión pública de 

sentencia definitiva, en la que se suprimieron datos que se han 

clasificado como reservados o confidenciales, cubriendo el espacio 

correspondiente, insertando diez asteriscos, versión que va en treinta 

fojas útiles. Lo anterior con fundamento en lo establecido por los 

artículos 80, 83, fracción VI, inciso b) de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California; 57, 

58, 59, 60 y demás aplicables del Reglamento en Materia de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California y 56 y 57 de los Lineamientos Generales en Materia de 

Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la 

elaboración de Versiones Públicas del Sistema Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos. 

Lo que se hace constar para los efectos legales a que haya lugar, en 

la ciudad de Tijuana, Baja California, a los veintiún días del mes de abril 

del dos mil veintitrés.  


